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Es impresionante que en pleno siglo xxi seamos obligados la vol-
ver a ese tema, tan antiguo, para llamar la atención y condenar 
los sucesivos abusos que ocurren en todo el mundo y en nuestra 
región, la Ibero América o Latinoamérica.

Llega a ser un truismo la afirmación según la cual no existe 
democracia estando ausente la libertad de prensa. En realidad, 
ambas son inseparables, y los ataques a una atingen forzosamen-
te la otra. 

Vivimos en la era de la sociedad de la información y de la 
tecnología, y al mismo tiempo aumentan exponencialmente la 
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desinformación y las falsas noticias (Fake News). Ocurre que la 
vieja y conocida libertad de prensa constituye verdadera barrera 
a las mentiras y ambiciones de quienes buscan el poder a cual-
quier costo, y lo ejerce desafiando los hechos, intentando pasar 
por encima de todo y de todos. 

No sorprende, entonces, que la prensa libre y el derecho fun-
damental a la información sean blanco constante de amenazas. El 
Día Mundial de la Libertad de Prensa, instituido por las Naciones 
Unidas hace 30 años, y celebrado en el último día 3 de mayo, tie-
ne gran simbolismo e importancia. 

La escalada liberticida que hoy recorre el planeta amplía el 
simbolismo de esa fecha. Infelizmente, el escenario internacio-
nal no es nada animador, y eso quedó claro en el más reciente 
informe del Instituto sueco V-Dem, que periódicamente traza un 
panorama de la realidad política en más de 180 países. 

En el año pasado, por primera vez desde 1995, había más dic-
taduras que democracias plenas en el mundo, mientras que tam-
bién crece el número de países clasificados como democracias 
imperfectas o autocracias electorales.

Vale registrar que la libertad de prensa es atacada por los más 
diversos lados del espectro ideológico. Gobiernos de izquierda, 
derecha y populistas en general no miden esfuerzos para restrin-
gir y controlar el trabajo de la prensa, privando la sociedad de 
un derecho esencial: el libre acceso a la información, base para 
el ejercicio de la ciudadanía y para el ejercicio legítimo de los 
demás derechos fundamentales de la persona. 

Lamentablemente, perseguir y prender a periodistas, censu-
rar públicamente y prohibir el funcionamiento de vehículos de 
comunicación son iniciativas que se repiten en diferentes par-
tes del mundo, como se hicieran parte de una especie de manual 
universal de los enemigos de la democracia; al lado de la asfixia 
financiera, de la intimidación y de la incitación a la violencia con-
tra profesionales, entre otras estrategias. 

En su mensaje por ocasión del Día Mundial de la Libertad de 
Prensa, el secretario general de la ONU, António Guterres, des-
tacó que “la libertad de todos depende de la libertad de prensa”. 
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De hecho, silenciar la prensa es abrir la puerta para la arbitrarie-
dad y para los abusos de toda naturaleza, incluso y especialmente 
para la corrupción. Correctamente el mismo Guterres afirmó: “la 
libertad de prensa representa la propia esencia de los derechos 
humanos”. Algo que regímenes autoritarios, como se sabe, no to-
leran.

Conforme informa el periódico brasileño, O Estado de São 
Paulo (del 5 de mayo de 2023, p. A3), la directora-general de la 
ONU para la Educación, Ciencia y Cultura (UNESCO), Audrey 
Azoulay, añadió un dato grave: el número de periodistas asesina-
dos aumentó en 2022, con 86 profesionales muertos —más de la 
mitad en Latinoamérica y en el Caribe—, región más afectada por 
ese tipo de violencia en el mundo.

Ella llamó aun la atención para persecuciones a periodistas 
en Internet, una forma de intimidación creciente, sobre todo 
contra profesionales mujeres. Ataques al periodismo y a la liber-
tad de prensa se intensifican en medio a la diseminación de fake 
news en las redes sociales, una verdadera epidemia global capaz 
de influenciar el resultado de las elecciones y de poner en riesgo 
la salud y la vida de poblaciones enteras —como hemos visto— 
en la pandemia de la COVID-19, con el negacionismo científico 
dificultando el trabajo de autoridades sanitarias. 

La Constitución brasileña es pródiga en la defensa de las li-
bertades y derechos fundamentales. Todos reconocen eso. De 
hecho, en su artículo 5º, incisos IV, V, IX, X, XIII, XIV, XXXIII, 
§ 2º, 220 y sus párrafos, relacionados, directa o indirectamente 
con el tema disponen.

Los dispositivos arriba citados tienen la siguiente redacción:

Art. 5º, IV: “Es libre la manifestación del pensamiento, siendo ve-
dado el anonimato”;

Art. 5º, V: “Se asegura el derecho de respuesta, proporcional a la 
infracción, además de la indemnización por daño material, moral 
o a la imagen”;

Art. 5º, IX: “Es libre la expresión de la actividad intelectual, artís-
tica, científica y de comunicación, independientemente de censura 
o licencia”;
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Art. 5º, X: “Son inviolables, la intimidad, la vida privada, el honor, la 
imagen de las personas, asegurado el derecho a indemnización por 
el daño material o moral resultante de su violación”;

Art. 5º, XIII: “Es libre el ejercicio de cualquier trabajo, oficio o profe-
sión, atendidas las calificaciones profesionales que la ley establece”.

Art. 5º, XIV: “Se asegura a todos el acceso a la información y res-
guardado el sigilo de la fuente, cuando necesario al ejercicio profe-
sional”;

Art. 5º XXXIII: “Todos tienen derecho a recibir de los órganos pú-
blicos informaciones de su interés particular, o de interés colectivo 
o general, que serán prestadas en el plazo de la ley, bajo pena de 
responsabilidad, con excepción de aquellas cuyo sigilo sea impres-
cindible a la seguridad de la sociedad y del Estado”;

§ 2º: “Los derechos y garantías expresos en esta Constitución, no 
excluyen otros resultantes del régimen y de los principios por ella 
adoptados, o de los tratados internacionales en que la República 
Federativa de Brasil sea parte”. 

Art. 220: “La manifestación del pensamiento, la creación, la expre-
sión y la información, bajo cualquier forma, proceso o vehículo no 
sufrirán cualquier restricción, observado lo dispuesto en esta Cons-
titución”.

§ 1º: “Ninguna ley contendrá dispositivo que pueda constituir un 
obstáculo a la plena libertad de información periodística en cual-
quier vehículo de comunicación social, observado lo dispuesto en 
el artículo 5º, IV, V, X, XIII y XIV.

A pesar de todo ese fuerte arsenal constitucional protector 
de la libertad de prensa en sentido amplio, el Supremo Tribunal 
Federal suspendió centenares de perfiles de las redes sociales al 
mismo tiempo que centenares de usuarios de las redes están bajo 
el riesgo de censura. 

Diversos parlamentarios, periodistas, formadores de opinión 
y autoridades, casi todos del campo de la derecha o críticos del 
Poder Judicial y de su activismo han sido, de cierto modo, perse-
guidos o procesados en aquel Tribunal. 

Uno de los más grandes problemas apuntados por los que 
fueron expulsados de las redes y parte relevante de la comunidad 
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jurídica es la falta de transparencia sobre los motivos de la censu-
ra y una débil base jurídica. 

Algunas decisiones divulgadas presentan justificativas bur-
das y repetidas, en distintos casos, para restricciones abusivas a 
la libertad de expresión, derecho fundamental garantizado en la 
Constitución como vimos arriba y que, además, contrarían regla 
expresa, el llamado Marco Civil de la Internet, la Ley 12.965/2014 
que regula las redes sociales y las condiciones para la remoción 
de contenidos publicados por usuarios.

Como bien afirma el periodista Carlos Alberto Di Fran-
co (OESP, 29/04/2024, p. A6): presionar a empleados de una 
empresa a practicar censura, apoyándose ilegalmente en el ex-
pediente de secreto de Justicia- como habría hecho el Tribunal 
Superior Electoral (TSE), de acuerdo con informaciones del Twi-
tter Files Brasil y de los documentos divulgados por el Congreso 
norteamericano —es, por sí solo—, fundamento suficiente para 
un proceso de impeachment de magistrados.

En muchos casos, las redes podían decir solamente que la re-
moción del contenido cumplía una orden judicial, sin especificar 
de cual instancia de la Justicia partía la determinación. Ellas no 
tenían acceso a las justificativas de la remoción. Juristas brasile-
ños afirman que, al menos en teoría, las decisiones judiciales y 
los diálogos entre el TSE y X/Twitter involucrando exigencias 
de censura y amenazas de multas desproporcionadas, especial-
mente por haber sido hechas a las oscuras, configuran crimen de 
responsabilidad.

No resta la menor duda que la regulación de las redes socia-
les, de las plataformas digitales, es una necesidad fundamental. 
Es evidente que eso no resolverá todos los problemas actuales, 
pero ya es un paso importante. Inicialmente, el debate público 
se concentró alrededor de la propagación de noticias falsas en 
las redes sociales, razón por la cual el proyecto quedó conocido 
como PL (proyecto) de las Fake News. La nomenclatura enga-
ña, una vez que el texto aborda cuestiones mucho más amplias, 
como la operación de aplicaciones de Internet en el país, priva-
cidad, seguridad, protección de datos, transparencia, monitoreo 
sistemático de datos, posibles análisis predictivos, libertad de ex-
presión entre otros.
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La desinformación ha estado poniendo a prueba los límites 
de la gobernanza democrática en Brasil y en el mundo; el alcance 
y la virulencia de esa práctica se intensificaron drásticamente. Es 
cierto que la regulación de las redes sociales y de las plataformas 
digitales para hacer frente a la desinformación y a discursos ex-
tremistas no resolverá todos los problemas de la democracia en 
Brasil, pero una buena regulación es un paso fundamental para 
su fortalecimiento.

Hasta el momento no avanzamos mucho en esa materia. Hay 
el Proyecto de Ley (PL) n. 2.630/2020 que tramita en el Congre-
so Nacional que pretende instituir la Ley Brasileña de Libertad, 
Responsabilidad y Transparencia en la Internet. Aunque bien 
inspirado y con puntos positivos, como la tentativa de vedar el 
funcionamiento de cuentas no-auténticas o no identificadas, y 
estimular una autorregulación, el proyecto contiene deficiencias 
importantes que impiden la plena concretización de sus princi-
pios y objetivos. En ese sentido, la correcta observación de Luna 
Van Brussel Barroso:1

La regulación perfecta de la libertad de expresión en la Internet 
también es inviable, porque, en los casos más controvertidos sobre 
libertad de expresión, habrá desacuerdo razonable entre la licitud 
o ilicitud de determinado discurso. El objetivo de la regulación, por 
lo tanto, debe ser encontrar un modelo capaz de optimizar la pon-
deración entre derechos fundamentales de los usuarios y platafor-
mas, reconociendo que siempre habrá casos posibles de errores o 
en que el consenso no será posible. Por eso, el foco de la regulación 
debe ser la creación de un procedimiento adecuado, para decisio-
nes sobre moderación de contenido, capaz de:

(i) minimizar errores, y

(ii) legitimar esas decisiones, aunque no estemos de acuerdo con 
sus resultados.

Teniendo esa premisa como telón de fondo, se divide la pro-
puesta de regulación aquí formulada en tres niveles:

1	 “Liberdade de Expressão e Democracia na Era Digital”, 1ª. reimp., Belo Ho-
rizonte, Editora Fórum, 2023, pp. 160-228.
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(i) el modelo adecuado de rendición de cuentas de las plataformas 
por contenido específico publicado por terceros;

(ii) las reglas para regulación del poder de las plataformas cuando 
estuvieren moderando contenido con fundamento en términos de 
uso privado; y

(iii) los deberes mínimos de moderación de contenido que repre-
sente amenazas concretas a la democracia y/o a la propia libertad 
de expresión. 

El problema, lo sabemos, es mundial.  la Suprema Corte de 
Estados Unidos de América está a punto de rediscutir las reglas 
aplicables a la Internet. Se sabe que las grandes redes sociales 
como Facebook, Twitter e Instagram operan hace años bajo dos 
principios. el primero es que las plataformas tienen el poder de 
decidir cuales contenidos conservar online y cuales remover. El 
segundo es que los sitios no pueden ser responsabilizados por la 
mayor parte de lo que sus usuarios publican en línea.  

La Suprema Corte de Estados Unidos está a punto de revi-
sar esas normas, potencialmente llevando a la reformulación más 
importante de las doctrinas que rigen el discurso online desde 
que autoridades y tribunales del país decidieron someter la web a 
algunos reglamentos en la década de los años 90.  Dos casos pre-
sentados por parientes de víctimas de ataques terroristas dicen 
que las empresas de redes sociales son responsables por alimen-
tar la violencia con sus algoritmos.

El primer caso, Gonzales vs. Google, que ya tuvo una audiencia 
preliminar, pide al más alto tribunal para determinar si YouTu-
be, el sitio de vídeos de propiedad de Google debe ser responsa-
bilizado por recomendar vídeos terroristas del Estado Islámico. 
El segundo, tiene como blanco a Twitter y Facebook, además de 
Google, con alegaciones semejantes.

Juntos ellos pueden representar el reto más importante hasta 
ahora para la Sección 230 de la Ley de Decencia en las Comuni-
caciones, un estatuto que protege empresas de tecnología como 
YouTube, de ser responsabilizadas por el contenido compartido 
y recomendado por sus plataformas.

Personalmente entendemos que las redes sociales deben ac-
tualizar políticas de seguridad contra contenidos extremistas. De 
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otro lado, parece importante una regulación estatal equilibrada 
que pueda definir con cuidado y categóricamente cuales los deli-
tos que atentan verdaderamente contra la democracia. 

Así, por ejemplo, la definición precisa de delitos practicados 
por medio de palabras o de imágenes, como crímenes de incita-
ción de animosidad de las Fuerzas Armadas contra los Poderes 
constitucionales, la discriminación racial, el discurso de odio, la 
protección a la infancia y el combate a la explotación de porno-
grafía infantil o los ataques a las urnas en periodo electoral, son, 
paradójicamente, la forma más segura de proteger la libertad de 
expresión dentro y fuera de las redes sociales.

Fuera de ese estricto marco establecido por el derecho penal 
y electoral, todo discurso, por más abyecto, cretino y falso que 
sea, no debe ser censurado, aunque esté sujeto a regulación. 

Creemos que un marco regulador debería centrarse menos 
en la rendición de cuentas de las redes por los contenidos en sí, 
salvo las hipótesis arriba mencionadas, y más en transparencia y 
reglas para el sistema de distribución.
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